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	Country
	ICESCR
Ratification
	CRPD

Ratified
	References to persons with disabilities in Pre-Sessional Working Group reports

	Uruguay
	1970
	Yes
	For detailed information on references to persons with disabilities in the State report and list of issues (available at Spanish) of Uruguay, 
please click here.


	Afghanistan
	1983
	No
	For detailed information on references to persons with disabilities in the State report, NGOs participation and list of issues of Afghanistan, please click here.


	The Netherlands
(The Netherlands Antilles)

considered jointly 
	1978
	Signed
	For detailed information on references to persons with disabilities in the State report and list of issues of Netherlands, please click here.


	Switzerland

	1992
	No
	For detailed information on references to persons with disabilities in the State report (available at French), NGOs participation and list of issues of Switzerland, please click here.

	Dominican Republic

	1978
	Yes
	For detailed information on references to persons with disabilities in the State report (available at Spanish) and list of issues of Dominican Republic, please click here.



EXCERPTS FROM REPORTS THAT INCLUDE REFERENCE TO PERSONS WITH DISABILITIES

URUGUAY
State report (Report available at Spanish).
(Paragraphs 50, 175, 178, 248, 274-281 (Health of persons with disabilities), 312-321 (Mental Health), 335 and 347-349 (Children with disabilities).
50.El programa PROCLADIS, para personas con discapacidad, ofrece capacitación en acuerdo con la Asociación Cristiana de Jóvenes, organización sin fines de lucro (en auxiliar administrativo, operadores telefónicos, operario de servicios, operario de empaque y cosechador de empresas citrícolas).  También existe un programa específico para la inserción laboral de ciegos en acuerdo con la Fundación Braille.  La Ley Nº 16095 prevé que no menos del 4% de las vacantes del Estado -a nivel nacional y departamental- se ocupe con personas con discapacidades, con iguales derechos y obligaciones de la legislación laboral aplicada al empleo público.  La Ley Nº 17266 permite compatibilizar la actividad pública o privada y la pensión provista por la seguridad social.
178.
La finalidad del Programa de Apoyo a Instituciones Públicas y Privadas (AIPP), creado por el Decreto Nº 40/005, es contribuir con un apoyo alimentario y brindar asesoramiento técnico a instituciones públicas y privadas sin fines de lucro, que prestan asistencia a los sectores socialmente vulnerables.  La población objetivo se focaliza hacia comisiones barriales o grupos espontáneos con capacidad de organización y gestión, dispuestos a obtener su personería jurídica, y organizaciones legalmente constituidas sin fines de lucro.  Se apoya a instituciones que prioricen niños, adolescentes, embarazadas, adultos mayores y discapacitados como:  merenderos, hogares de niños, estudiantes y ancianos, club de niños, centros de capacitación, centros de enseñanza, centro de discapacitados, comedores municipales, centros juveniles y centros diurnos.

7.
Salud de personas con discapacidades

274.
La protección legal de las personas con discapacidad se desarrolló en el Uruguay a través de distintas normas, algunas de ellas tutelaban diversos tipos de discapacidad y otras otorgaban ciertos beneficios.  Estas normas no configuraban un sistema integral de protección que sólo se logró a partir de la sanción de la Ley Nº 16095, de 26 de octubre de 1989.  En lo que respecta al cumplimiento de normas o acuerdos internacionales, la Ley Nº 16095 se inspiró en los instrumentos jurídicos vigentes como el Programa de Acción Mundial de las Naciones Unidas de 3 de diciembre de 1982 y la Recomendación Nº 99 de la OIT sobre la adaptación y la readaptación profesionales de los inválidos, de 1999.  El país ha suscripto la Convención de las Naciones Unidas para la protección de los derechos de las personas con discapacidad.  Además, se llevan adelante una diversidad de proyectos
.

275.
Una de las carencias históricas del Uruguay en esta área es que no existían datos estadísticos sobre las personas con discapacidad.  En los años 2003-2004 se desarrolló la primera Encuesta Nacional de Personas con Discapacidad, incluida en una encuesta de hogares, cuya planificación y ejecución estuvieron a cargo de la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado y del Instituto Nacional de Estadísticas.
276.  De dicha encuesta surge que:  la prevalencia de la discapacidad alcanza al 7,6% de la población total residente en hogares particulares urbanos de localidades de 5.000 o más habitantes; más de la mitad de la población con al menos una discapacidad (50,8%) tienen 65 años o más de edad, le sigue la población de 50 a 64 años (18,4%) y los adultos de 30 a 49 (12,9%) en tanto que los niños, adolescentes y jóvenes representan el 17,9%; la mayoría de la población con discapacidad (66%) padece una sola discapacidad, en tanto el 34% presenta dos o más discapacidades; respecto a la discapacidad declarada como principal, el mayor porcentaje (31,3%) refiere a las dificultades para caminar, ya sea el no caminar o el tener limitaciones para movilizarse, le siguen la visión (ceguera o limitaciones para ver) y la audición (sordera o limitaciones para oír) que representan el 25 y el 13,6% respectivamente; por origen de la discapacidad declarada por las personas como principal, más de la mitad (51,2%) considera que la misma se origina en una enfermedad y el 20,8% la considera de nacimiento, el 17,5% atribuye su origen al envejecimiento y un 9,4% como secuelas de accidentes.

277.  La mayoría de las mujeres (54,2%) atribuyen su discapacidad a una enfermedad y casi la quinta parte al envejecimiento.  En los varones estos porcentajes son menores:  47,2% declara que su discapacidad se origina en una enfermedad y la cuarta parte la considera de nacimiento.  También los accidentes son causa de mayor discapacidad entre los varones.  En relación a la cobertura de las necesidades de asistencia o ayuda que las personas con discapacidad demandan para desarrollar algunas actividades funcionales del diario vivir, el desplazarse fuera del hogar concentra el mayor porcentaje (40%).  Respecto a las otras actividades investigadas, el 20% de la población con discapacidad requiere ayuda de otra persona tanto para cuidarse a sí misma como para integrarse al aprendizaje.  Estas categorías no son mutuamente excluyentes por lo cual una misma persona puede necesitar ayuda para realizar una o más actividades funcionales.
278.  De las personas que declaran necesitar ayuda y no recibirla los mayores porcentajes se dan respecto a la integración al aprendizaje y el relacionamiento con los demás en un 15,1 y 9,6% respectivamente.  Con porcentajes inferiores le siguen desplazarse fuera del hogar (8%), desplazarse dentro del hogar (5,2%) y cuidarse a sí mismo (5,1%).
279.  La cobertura de salud para la población con discapacidad es casi universal alcanzando al 99%.  En relación a los centros de asistencia el sector público (MSP u Hospital Universitario), atiende casi la mitad de la población con discapacidad, las mutualistas dan atención al 42%, en tanto que el 9% se atiende en otros centros.  El 38,2% de la población con discapacidad se encuentra afiliada a un servicio de emergencia médica móvil (de cobertura parcial), independientemente de que posea cobertura total o parcial de algún centro de asistencia.  Dicho porcentaje es un 24% superior al registrado para el resto de la población.

280.  Es importante el cambio que representa el reciente impulso otorgado a la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado y a sus comisiones departamentales que funcionan en la órbita del Ministerio de Salud Pública.  En 2005, se creó el Programa Nacional de Discapacidad (PRONADIS), ahora en la órbita del MIDES.  La nueva organización incorpora a dicho programa la gestión e intervención de centros e institutos de rehabilitación para personas con discapacidad neuromusculoesquelética y sensorial.

281.  Existen otras políticas y estrategias gubernamentales para las personas con discapacidad a través del MSP
, a saber:  fortalecimiento y desarrollo de acciones en el primer nivel de prevención y el relacionamiento con las organizaciones de personas con discapacidad y de estas con la comunidad, procurando el empoderamiento y participación; fortalecimiento de las acciones de prevención de accidentes y de enfermedades prevalentes potencialmente discapacitantes a nivel del sistema educativo, procurando la creación de escuelas promotoras de salud; procurar la coordinación de actividades con las intendencias municipales en el marco de las políticas tendientes a lograr "municipios saludables"; utilización de la estrategia de "promoción de la salud" procurando la alfabetización en salud, el empoderamiento de las personas con discapacidad, de forma tal de integrarlas a las decisiones del MSP y favorecer su participación, inclusión social y desarrollo de ciudadanía; desarrollo de un enfoque integral de la atención de la salud para estas personas; disminución de las situaciones de inequidad de este colectivo y fomento de la accesibilidad a los servicios de salud y al medio físico; mejora de la calidad de vida de las personas con discapacidad a través de acciones que promueven la integración y su inclusión en la comunidad; y prevención de la deficiencia y la discapacidad mediante screening neonatal, la adición de ácido fólico en la harina de trigo, los controles de embarazo y parto institucionalizado y el sistema de vacunación.
13.
Salud mental

312.  Los problemas históricos más importantes de la salud mental en nuestro país -aún no superados- incluyen:  la marginación masiva de enfermos mentales con degradación de las condiciones de asistencia y menoscabo de la dignidad de los pacientes, sus familiares, la comunidad y el personal de salud; y el notorio retraso en incorporar recursos psicosociales y de psicoterapia a los servicios públicos y a las IAMC.  Actualmente, los Ministerios de Salud Pública y de Desarrollo Social desarrollan con énfasis acciones dirigidas a afrontar estos problemas.  En estos años se trabajó, por ejemplo, en documentar a un número de personas internadas, abandonadas por su familia.

313.  El Plan Nacional Salud Mental ha priorizado seis áreas de prestaciones integrales en la construcción del Sistema Nacional Integrado de Salud (SNIS):  trastornos mentales con afectación del desempeño social (atención comunitaria a personas con trastornos psicóticos); padecimientos de alta prevalencia en la consulta a los servicios de salud; enfermedades somáticas con fuerte impacto psicológico y psicosocial; problemáticas vinculadas a la violencia y muerte violenta; uso problemático de drogas, alcohol y tabaco; y problemáticas vinculadas a etapas vitales y con perfil de género.

314.  Las líneas de acción en las que se trabaja refieren, en primer lugar, a multiplicar y consolidar los equipos de salud mental en la comunidad.  Estos equipos deben transformarse en el escenario principal de la atención de salud mental, anidados en el primer nivel de atención integral de la salud.  Estarán orientados a la promoción de estilos de vida saludables, a la educación de la comunidad en las problemáticas psicosociales prevalentes, al apoyo de los espacios de educación y organizaciones comunitarias, a la educación del equipo de salud en la detección precoz (de trastornos, síntomas y factores de riesgo).  Se apuesta a poner énfasis en la promoción de salud y en la prevención universal de la población cubierta y no serán solamente una respuesta a la consulta sintomática.
315.  En segundo lugar, se prevé incluir unidades de salud mental hospitalaria o sanatorial, en la organización de cada institución prestadora.  Estas unidades deben asegurar educación en salud mental y apoyo psicosocial al personal de salud; resolver la interconsulta en los servicios de emergencia, ambulatorios, domiciliarios y de internación; realizar la atención psicológica y psicosocial en las afecciones con fuerte impacto sobre el paciente y/o la familia (discapacidades, embarazo, parto y puerperio con complicaciones, CTI, diálisis, transplantes, oncología, psicoprofilaxis quirúrgica, paciente terminal y otros); y operar una policlínica especializada de salud mental con programas de intervención en crisis, psicoterapia y medicación apropiada.

316.  En tercer lugar, se aspira a elevar la calidad de atención en los episodios críticos.  Los servicios asistenciales deberán asegurar asistencia en condiciones de internación para realizar el tratamiento adecuado y proteger al paciente, su familia y el entorno.  La internación podrá realizarse en domicilio, en sala general o en sala especializada en función de la intensidad del episodio, de los riesgos y de la continencia familiar.  La atención será intensiva, integral y de la mayor brevedad posible, teniendo como condición y límite temporal la superación de los riesgos para el paciente y/o terceros y durante el período en que la convivencia resulte notoriamente interferida; el subsector mutual deberá asegurar la internación durante todo el episodio y cada vez que éste ocurra (sin la limitación actual de 30 días por año).

317.  En cuarto lugar, está previsto multiplicar los centros de rehabilitación.  Estos son pieza fundamental para mejorar la socialización de los pacientes, cooperar con las familias y disminuir la frecuencia de hospitalización.  Los centros de rehabilitación son un instrumento principal para realizar el Plan de atención integral, continuo y permanente (PAICP) de las personas afectadas por trastornos psicóticos.  Los servicios asistenciales deberán asegurar el PAICP a los pacientes y sus familias con los siguientes objetivos:  prevenir recaídas en episodios críticos; promover su permanencia en la comunidad, sea en su medio familiar, en hogares sustitutos, residencias supervisadas o albergues comunitarios permanentes y propiciar el desempeño pleno o protegido de los pacientes en la vida social.

318.  En quinto lugar, se busca asegurar residencia digna y segura para los pacientes.  La asistencia familiar y los hogares sustitutos, las residencias supervisadas para los pacientes con buen nivel de desempeño social pero que no conviven con sus familias, los albergues comunitarios permanentes (hogares protegidos) para no más de ocho o diez personas, en los que el cuidado y la recreación aporten el mejor nivel de dignidad para ciertos pacientes con importante afectación en los que la convivencia familiar no es posible, resultan dispositivos imprescindibles que corresponden a los servicios de apoyo social al paciente y su familia, en complementación con los servicios de salud.

319.  Las necesidades de albergue permanente han sido cubiertas, en general en condiciones inaceptables por las "casas de salud" en el sector privado y por la colonia de asistencia psiquiátrica "Bernardo Etchepare y Santín Carlos Rossi" en el sector público.  En 2007 los Ministerios de Salud Pública y Desarrollo Social inauguraron la primera "casa asistida" para pacientes con trastornos psiquiátricos que no requieren internación y que carecen de una familia que los contenga.  Las obras de refacción estuvieron a cargo del personal de trabajo por el Uruguay.  Se capacitó a personas pertenecientes a una cooperativa social, quienes convivirán con los pacientes, controlando la alimentación y medicación.  El Hospital Vilardebó realizará consultas médicas periódicas y su personal de enfermería efectuará controles.

320.  Finalmente, en sexto lugar, el acceso pleno o protegido de los pacientes a la vida social.  La variedad de estructuras asistenciales señaladas no son para retener a los pacientes sino para facilitar su tránsito a la vida en la comunidad; de allí la importancia de concebir espacios, más allá de los servicios de salud, para que las personas -en el diverso nivel de competencia al que logran acceder- se incorporen a actividades creativas apropiadas. 

321.  Actualmente se trabaja, con la sociedad civil, en la actualización de la Ley de 1934 redactando un proyecto de ley sobre salud mental como un derecho humano, que entiende la internación como último recurso terapéutico.

335.  La educación primaria comprende seis grados y es de carácter obligatorio.  En las escuelas urbanas y suburbanas las clases se imparten de lunes a viernes durante cuatro horas, alrededor de 180 días al año.  Cada grupo o clase escolar, es atendido por un maestro único.  Los alumnos reciben clases de educación musical y desde 2009 cuentan además con profesores de educación física, danza, manualidades, etc.  El programa de educación primaria para escuelas urbanas recoge una metodología general pedagógica y una didáctica activa.  La enseñanza rural se rige por un programa curricular básico común contextualizado teniendo en cuenta las necesidades del lugar.  Se realizan además cursos para adultos (mayores de 15 años) que no hayan sido alfabetizados o que no hayan terminado el ciclo escolar.  Los alumnos que presentan discapacidades, reciben educación especial. 
7.
Niños con discapacidades
347.  Considerando las edades entre 4 y 15 años que abarcan el ciclo primario con educación inicial y el secundario básico, el porcentaje de población con discapacidad que asiste a un establecimiento educativo (88%) es siete puntos porcentuales menor que el registrado para la población sin discapacidad.  Si se excluye la educación inicial y se adicionan las edades correspondientes al ciclo secundario completo (6 a 18 años) la brecha de puntos porcentuales aumenta a nueve puntos, al tiempo que se reduce, para ambas poblaciones, el porcentaje de población asistente (81,8 y 90,6% para la población con y sin discapacidad respectivamente).  El alto porcentaje de personas con discapacidad de 25 años o más de edad que carecen o tienen muy bajo nivel de instrucción (37,7%), contrasta con el observado para la población sin discapacidad (12,6%).  Un 32% alcanza la enseñanza primaria completa que parece ser un primer límite para la población con discapacidad.  Al aumentar el nivel de instrucción las diferencias entre las poblaciones con y sin discapacidad se acentúan, llegando al nivel secundario completo o más con 19 puntos porcentuales de diferencia.

348.  En 2007, se lanzó una campaña que buscó sensibilizar a la sociedad.  La inclusión laboral y educativa, junto a la lucha contra la discriminación y la posibilidad de acceso a lugares públicos de las personas con discapacidad, son los objetivos de la campaña de la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado (CNHD).

349.  La exclusión de los niños con discapacidad del sistema escolar normal genera severas dificultades para la integración social.  Es posible a través de diversas etapas transformar a la escuela pública para que genere una educación inclusiva.  También es necesario insistir ante los gobiernos locales para que den cumplimiento a las diferentes normas existentes tendientes a permitir el acceso de las personas con discapacidad a los diversos edificios públicos y privados, y al disfrute de los espacios públicos ciudadanos. 
List of Issues
32.El Comité toma nota que el Estado parte describe una situación de crisis en el sistema de salud pública (p.241), y solicita detalles sobre la implementación de la nueva política, sus procesos de evaluación y resultados obtenidos. Sírvanse proporcionar información detallada y actualizada sobre la actualización de la ley de 1934 sobre salud mental (p.321).

33.El Comité toma nota de la recién celebrada Encuesta Nacional de Personas con Discapacidad (p.275) y la descripción de los resultados obtenidos (p.276-281). Al respecto, solicita información sobre los proyectos y programas que se implementarán basados en la información obtenida.

36.Sírvanse proveer mayor información sobre el proceso de alfabetización de adultos y sus resultados (p.343-344) ; y las medidas puestas en práctica en el área de educación para atender las necesidades de la comunidad afrodescendiente (p.345-346) y los niños y niñas con discapacidades (p.347-349). 
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AFGHANISTAN

State report
(Paragraphs 25, 27(c), 37, 51-53 (Benifits for survivor and persons with disabilities), 54, 55, 65(b), 71, 106, 107, 130-132, 139(f), 142-144, 158, 161, 196,  and pages 22, 41 and 42). 

25.
The unemployment rate in Afghanistan is estimated based on a Government survey, to be 33 per cent. The Government continues to make efforts to pursue economic development by reducing poverty and unemployment, with special attention to the needs of women and youth. Since its establishment of the interim government, Afghanistan has specified target areas in the labour and social affairs sector, including skills development in general, the Disarmament, Demobilization and Reintegration (DDR) Programme, as well as protection of martyrs and people with disabilities. In particular, the DDR programme provides vocational programmes, and creates jobs for ex-combatants, including those who are disabled. In recent years, the Government has also worked to assist with high numbers of IDPs and returnees, to obtain decent work. 
37.
Pursuant to article 50 of the Constitution, State employees must be employed on the basis of qualification without any discrimination and conditions for recruitment of State employees are regulated by the 2005 Civil Service Law. According to the Civil Service Law, recruitment and appointment of civil servants should be based on candidates’ professional skills, such as education and professional experiences, through competitions. Any types of discriminations, based on gender, tribal, religious, and disabilities in the recruitment process is prohibited (arts. 2 and 11). Since 2002, the Government has also introduced the Independent Administrative Reform and Civil Service Commission (IARCSC), which has the duty of monitoring a clear and transparent mechanism for the recruitment of State employees. In practice, however, State employees are not always recruited based on their qualification but sometimes through political and personal connections due to the reality in which the Government is sometimes pressured by external factors. In Afghanistan, there are currently 48,432 female staff (22.3 per cent) and 168,484 male staff (77.6 per cent) working in the central government offices. 
Benefit for survivors and persons with disabilities

51.
Article 53 of the Constitution requires that the State adopt necessary measures to regulate medical services as well as financial aid to survivors of martyrs and missing persons, and for reintegration of the disabled and handicapped and their active participation in society in accordance with the law. The State shall guarantee the rights of retirees, and shall render necessary aid to the elderly, women without caretaker, persons with disabilities, and orphans in accordance with the law. Concerning medical services, Afghanistan has taken measures to provide free medical services for all nationals without discrimination, as this report describes under the right to health under article 12 of the Covenant.
52.
The MoLSAMD is one of the key ministries responsible for social affairs for vulnerable groups. Afghanistan’s social welfare system has not yet developed due to lack of financial means. Despite all limitations, the Government prioritizes the protection of disabled people and families of martyrs, due to the fact that a large proportion of the population is killed or disabled in the war. Two Deputy Ministers’ Offices on Disabled and Martyrs Affairs and Social Affairs provide social welfare for disabled people and families of martyrs.
53.
In 2007, there were approximately 340,000 households registered at the MoLSAMD which received a monthly benefit on the basis of martyrdom and/or disabilities. Among them 87,936 are single households with disabilities and 226,388 are families with one or more disabled family members. Single disabled person receives 400 Afghanis (equivalent to 8 USD) in assistance, and a family with disabled person(s) receives 500 Afghanis (10 USD) per month. As of December 2007, new draft legislation on assistance to martyrs and persons with disabilities is under final preparation at the MoLSAMD before sending it to the National Assembly for its approval. The bill aims at ensuring efficient and effective support for those individuals and families, including an increase of the amount of monthly allowance.
65.
In Afghanistan, street children working and begging on the streets are a widespread phenomenon especially in Kabul City. Most children, however, are under protection and supervision of their own families, extended families or other sorts of community network. According to the “Best Estimates” of social indicators for children in Afghanistan 1990-2005, prepared by UNICEF in 2006, between 24 and 31 per cent of children in age of between seven and fourteen fall under child labour according to the respective definitions of “child labour”. In accordance with the 2006 National Strategy for Children at Risk, the Government has identified priority groups of children with specific vulnerabilities, including: 


(b)
Children with disabilities (mental and physical);
71.After over two decades of war, there is an urgent need to protect and provide support for the many Afghan people living in critically poor and vulnerable conditions. In Afghanistan, different forms of social protection have traditionally existed through community and patronage systems. After many years of war, however, such traditional and informal systems are severely strained due to the large number of dependants in society, especially children, women, and persons with disabilities. The Government, especially the Ministry of Agriculture (MAIL), Ministry of Urban Development and Housing (MUDH), and the Ministry of Rural Rehabilitation and Development (MRRD) as well as MoLSAMD have primary responsibility in improving the standard of living, especially for those who are categorized as extremely poor and/or vulnerable groups.

106.
The Government makes efforts to provide mental health services for people who suffer from mental disorder. Regulation on Mental Health was enacted in 2001, ensuring the right to enjoy health services, treatment, and rehabilitation for free of charge. The persons with mental problem can cancel their treatments upon their request, except in certain cases considered necessary to continue treatments by medical doctors (art. 26). Although the Government recognizes the mental health, especially post‑traumatic stress disorder (PTSD) as an urgent issue, there are no surveys or studies to indicate the prevalence and severity of the problem. The following independent studies indicate the impact of two decades of war on mental health of the female portion of the population. 

107.
There are hospitals that can provide mental health services in 14 provinces out of 34 provinces. The Government will work with social and other sectors to develop a flexible range of integrated mental health support and care services at all levels of health system. Particular attention will be given to PTSD counselling through the training of more community‑level mental health workers and psychologists, and their placement in accessible community health facilities. Currently, access to mental health services/counselling centres are very limited due to lack of such services throughout the country. Most donors are not interested in funding such services. Expansion of quality and quantity of the mental health service depends on the availability of funds in the future.

130.
In Afghanistan, vulnerable groups whose health situation is significantly worse than the majority are defined as follows: women and children, persons with disabilities, and other groups. First, women and children are the prime target group for the MoPH considering less life expectancy for women and high mortality rate among infants and children. According to the Afghan Health and Nutrition Sector Strategy 2008-2013, “The mission of the Ministry of Public Health (MoPH) is to improve the health and nutritional status of the people of Afghanistan in an equitable and sustainable manner through quality Health Care Services Provision (HCSP) and the promotion of healthy life styles”. In addition, the Government is encouraging female members of communities as well as female health workers to play a leading role in selecting females to the community health facilities. 

131.
The second group of people who has disadvantages compared to other population is persons with disabilities. The Government intends to improve health situation in an urgent manner, however, its main problem is the lack of financial sources. In addition, the barriers they face are summarized as follows:


(a)
Physical barriers: Most of the health facilities are not accessible for person with disabilities and therefore, they cannot benefit from the health services equal to other population. In other words, for those who have disabilities and live in remote villages where road construction is poor and there are no accesses to transportation due to physical and economic reasons, they do not have access even nearby health care facilities;


(b)
Attitudinal barriers: There are negative attitudes towards person with disabilities among population due to less information about disabilities. Unfortunately, some health workers also cause marginalization of persons with disabilities. Such attitudinal barriers prevent people with disabilities from visiting health-care facilities;


(c)
Communication barriers: For those who have hearing impairment suffers from communication problems with medical staff because they have not been trained for sign language;

(d)
Infrastructural barriers: In Afghanistan, only 20-40 per cent among people with disabilities has access to any type of rehabilitation services, especially to physical rehabilitation centres because there are few such centres.

132.
The Government of Afghanistan recognizes that the current situation related to disabilities is discouraging and it needs to be improved. Due to lack of financial resources, however, the issue of disabilities is not included in the BPHS and EPHS (Essential Package of Hospital Services). As of December 2007, the most of rehabilitation services for persons with disabilities are delivered through national and international NGOs, as well as foreign donors, not by the Government.

142.
In 2006, the contracting coverage of BPHS has increased to 82 per cent of the territories of Afghanistan. The Government of Afghanistan is determined to increase BPHS coverage up to 90 per cent of the population. To achieve this goal, the Government intends to increase the number of community health workers to 25,000 to primary health-care services all corners of Afghanistan. In addition, such primary health service should include mental health and rehabilitation for persons with disabilities. In line with the development of primary health care system, the Government develops measures to deal with mental health-care services in cooperation with national and international NGOs. A particular attention is given to the issue of post traumatic counselling through training of medical health-care staff as well as psychologists at community level where population can have access. The Government also encourages recruitment and placement of such a staff with background of mental health care.

143.
In order to tackle the issue of disability, the Government of Afghanistan has established the Disability Unit under the MoPH. A memorandum of understanding has been signed between the MoPH and UNDP, European Union, and UNMACA (United Nations Mine Action Centre for Afghanistan) to provide technical expertise to the MoPH. The project has established the Disability Taskforce. Through its combined efforts, development of a guideline is underway. The guideline will include physical rehabilitation issue in the BPHS, as well as physical rehabilitation in the EPHS. 

144.
Based on the process above, physical rehabilitation is now started in ten provinces by the EU. In addition, the Disability Unit of the MoPH has conducted disability and physical rehabilitation awareness training in cooperation with the BPHS implementing agencies. The issue of physical rehabilitation for persons with disabilities has received wide support of international donors. The Government of Afghanistan considers such a support as crucial to sustain both financial and technical development in the field of disabilities in Afghanistan.

196.
The main target individuals of the literacy progrmme are farmers, workers, disabled persons, internal displaced people, and returnees, who did not receive basic education. The programmes have been funded by international organizations and agencies, such as UNESCO, UNICEF, WFP, and donors like Germany, Japan and the United States. Through financial support from donors, within the first six months of 2007, a total number of 30,431 people have completed literacy courses. Around 16,122 were women and 14,309 were men. Current obstacles are lack of financial resources to build more number of literacy centres, and difficulties in recruiting trained teachers, especially female ones in rural areas. 

NGOs Participation
Afghanistan Independent Human Rights Commission
Persons with Disabilities

There is no precise assessment of the number and situation of persons with disabilities in Afghanistan and different authorities have presented different statistical data. While Handicap International estimates that there are 800,000 persons with severe disabilities, according to the national disability survey in Afghanistan, out of 25 million Afghan people, 747,500 to 867,100 people have severe disabilities, of which 17% are war-related and 6.8% related to mines and other unexploded ordnance (UXO). On an average basis, there is one person with a disability in every five families. About 2% of persons interviewed by AIHRC stated that the heads of their families are persons with disabilities and these are some of the most vulnerable households in society. Approximately 70% of persons with disabilities aged over 15 are jobless. Disability has had a direct and strong correlation with the rising trend of unemployment. This is well demonstrated with respect to male unemployment. For example, 53% of men with disabilities are unemployed compared to 25% of men without disabilities who are jobless.

The Government has addressed with the situation of persons with disabilities differently in different periods. Often disability is politicised, depending on how the disability was acquired which may result in discriminatory treatment per se and a serious challenge to ensuring social security and fair and effective relief for persons with disabilities. The ratification of the National Law on the Rights and Privileges of Persons with Disabilities is pending in the National Assembly over differences on Jihadi- and non-Jihadi persons with disabilities. Residential sites named ‘towns of persons with disabilities’ reflect the government’s discriminatory and non human rights-based treatment of persons with disabilities. Such treatment, apparently aimed at helping these people, further socially isolates persons with disabilities and hinders their social inclusion.

Persons with disabilities registered by MOLSAMD receive a monthly stipend of 300-500 Afghanis (US$6-10) and this is clearly not enough for having an adequate standard of living, does not allow persons with disabilities to live above the most minimum standard (US$1 per day), and does not allow people to enjoy an adequate standard of living. In addition, financial assistance is only one limited way of facilitating an adequate standard of living and should be supplemented by genuine and extensive efforts to enable persons with disabilities to live at the highest possible standard through education and vocational training. Rehabilitation, vocational training, elimination of discrimination, and active involvement of persons with disabilities in society require coordination among MoLSAMD, MoE, MoPH, MoWA, Ministry of Finance (MoF), and NGOs and UN agencies.

Disability also leads to humiliation, and discrimination against disable children at schools. Awareness raising programs must be conducted at school level for students and teachers, so that disables are no more discriminated on their disabilities. Presently, there is only one school within the government framework which provides education for visually impaired children, which is supported and managed by the MoE (provides education for 150 visually impaired children, which is not enough at all). Over 3,900 children with disabilities are educated informally by NGOs. According to the HRFM, 2.6% of girls and 0.6% of boys have never had access to schools with disability being the main reason. It is, hence, understood that Afghanistan has extremely limited educational facilities for children with disabilities and most of these children are deprived of education.
Implementation and Reform of Laws and Policies

5. The Persons with Disabilities Law and the International Convention on the Rights of Persons with Disabilities should be ratified by the Afghan Government and approved by the National Assembly.

Right to Social Security

13. The Government should identify and register all persons entitled to social protection, including women- and children-headed families, persons with disabilities, children at risk, IDPs, older persons, and families with more than eight children.
List of Issues
8.Please provide information on the 2008 Afghanistan National Disability Action Plan, the resources allocated for its implementation and how the State party ensures its implementation. Please also provide information on the measures taken to ensure that persons with disabilities are not discriminated against, including “Program 4: Supporting the Disabled” under the five-year strategic benchmarks (E/C.12/AFG/2-4, paras. 51-53 and  HRI/CORE/AFG/2007, para. 231). 
22.In light of the 2008 Afghanistan National Disability Action Plan, has the State party adopted or does it envisage adopting a law on assistance for persons with disabilities? If so, please provide information on its content and the financial resources allocated to its implementation (E/C.12/AFG/2-4, para. 53).

38.Please provide information on the effectiveness of the measures adopted to provide quality primary and secondary education to the most disadvantaged and marginalized individuals and groups, regardless of gender, ethnicity, disability, and other factors impeding such access. Please also provide information on school attendance and dropout rates, in particular how does the State party intend to ensure access to education, in view of the deteriorating security situation, for children in, and on the way to and from, school? 
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THE NETHERLANDS

State report (The Netherlands)

(Paragraphs 191, 203, 237, 247, 267, 269 and 273-276).

203.
An income‑related allowance per child will be introduced in 2008, incorporating the current child tax credit. Additional funding will be made available in phases. Single‑income families looking after chronically ill or disabled children or foster children will also be given financial support.

237.
The costs of treating major diseases differ from one age group to another. Among infants, treatment of perinatal disorders is very expensive. Important diseases among young and middle‑aged male adults include mental retardation, caries, hearing impairment, schizophrenia, as well as the effects of alcohol and drug abuse. For young and middle‑aged women, the costs of mental retardation and caries are high, while costs related to pregnancy, childbirth and gynaecological conditions are also considerable. Extra costs associated with old age are above all related to heart disease and cancer, followed by dementia. For more data on the costs of illness see www.kostenvanziekten.nl.

247.
In Dutch society, considerable health differences exist according to socio‑economic status (SES) as measured by education, income or job level. Poorly educated men and women live an average of 4.9 and 2.6 years less, respectively, than their more highly educated compatriots. The average difference in the number of healthy life years is as high as 15. The differences have not decreased over time. Health disadvantages also exist in other socio‑economic groups, including the unemployed and disability benefit claimants.
267.
Care for people with psychological disorders is an integral part of health care in the Netherlands. The Dutch health‑care system includes a strong mental health‑care element. A considerable proportion of total health expenditure goes to people with psychological disorders and other mental health‑care services (RIVM report entitled “Gezondheid op koers”, 2003), including facilities for treating drug addicts and alcoholics. As of January 2008, the funding of mental health care will fall under the Health Insurance Act (Zorgverzekeringswet), tying it in with the funding of curative somatic care. The funding system will be based on diagnosis‑treatment combinations.
Social Support Act

273.
The Social Support Act entered into force on 1 January 2007. It is designed to enable everyone (including young, elderly and disabled people) to participate in society. This is primarily the responsibility of the individual. However, where people are unable to achieve participation themselves, it is up to local authorities to encourage and enable them.

274.
WMO specifically regulates participation by people (including children) with a disability, introducing a “duty of compensation”. Local authorities must provide facilities (individual or collective) for housing, transport, domestic help and social contact to allow people to participate in society. They must be made to realize that if regular facilities are inaccessible, they will have to provide costly special facilities for disabled people. In this way, the infrastructure of the local community should become more accessible to all.

275.
The new legislation, which replaces the Social Welfare Act (Welzijnswet) and the Services for the Disabled Act (Wet voorzieningen gehandicapten) makes local authorities responsible for domestic help. Providing education and guaranteeing work and income for disabled people had already gradually become a local authority responsibility. Central Government expects this combination to provide a basis for comprehensive solutions in several policy areas.

276.
The local authority is responsible for overseeing services for housing, health care and social welfare, conducting negotiations with other parties, including housing associations and health‑care institutions. Local authorities draft “housing visions” including combined care and accommodation, and services for people with disabilities, including the elderly. Performance level agreements between local authorities and housing associations require provision of suitable housing and other community facilities (such as community service centres).

State report (The Netherlands Antilles)
(Paragraphs 105, 111 (point 1 and 7) and 124(d)).
111.The integrated neighbourhood approach advocated in Atakando Pobresa focuses on four themes: quality of life, education, health and work. Between 2003 and July 2007, the following projects were completed as part of this approach:
· Approximately ANG 2.4 million was invested in rehabilitating and integrating addicts into society and in enhancing the living conditions of the elderly and the disabled.

· ANG 800,000 was invested in vocational training and other educational activities for adults. Examples include courses in caring for the elderly, children, people with disabilities and drug addicts. The money also went to preparing young adults to enter the labour market.
124.
The following public health-care projects have been approved:

 (d)
Psychosocial rehabilitation

The project will look at creating step-up jobs for people with mental impairment and establishing a community centre for their use.
List of Issues
8.Please provide information on measures taken to combat discrimination relating to age, disability and sexual orientation in the labour market and health-care services.

28.Please provide detailed and updated information on the nutritional status, in particular in the Netherlands Antilles, of immigrants, homeless people, single-parent families, children, unemployed people, low-income earners, older persons, persons with disabilities, persons living in rural areas, refugees and asylum-seekers, and their ability to access adequate, affordable and appropriate food and water. 

35.Please provide information on the adequacy and effectiveness of support for children with disabilities aimed at enabling them to participate fully in, and complete, primary, secondary and higher education.
36.Please provide information on the enjoyment of the right to participate in, and benefit from, cultural life, such as access to cultural activities and cultural goods and services, especially by disadvantaged and marginalized individuals and groups in society, including persons with disabilities, older persons, immigrants and persons from ethnic, religious and linguistic minorities, in line with the Committee’s general comment No. 21 (2009) on the right of everyone to take part in cultural life (E/C.12/GC/21).
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SWITZERLAND

State report (Report available at French).

(Paragraphs 36, 47 (point 2 and 4), 53-57, 136-139, 300, 398, 404-405, 413 (point 1), 415, 450-453, 470, 561-563 (Children with disabilities) and 597).
47.Le principe de l’égalité est consacré à l’art. 8 de la nouvelle Constitution, qui stipule ceci :
2 Nul ne doit subir de discrimination du fait notamment de son origine, de sa race, de son sexe, de son âge, de sa langue, de sa situation sociale, de son mode de vie, de ses convictions religieuses, philosophiques ou politiques ni du fait d’une déficience corporelle, mentale ou psychique.
4 La loi prévoit des mesures en vue d’éliminer les inégalités qui frappent les personnes handicapées.
9.3. Egalité pour les personnes handicapées
53.En Suisse, quelque 700 000 personnes, soit environ 10 % de la population, souffrent d’un handicap. Elles peuvent en être désavantagées dans plusieurs domaines de la vie quotidienne. Le droit de l’égalité pour les personnes handicapées comprend diverses mesures visant l’élimination de ces inégalités. Il reflète l’approche selon laquelle le handicap ne peut pas être réduit à un problème de santé individuel, mais qu’il est influencé par les conditions sociétales. Il vise par conséquent à modifier ces conditions handicapantes.
54.L’interdiction de discriminer du fait d’un handicap, établie à l’art. 8, al. 2, Cst., donne, avec l’art. 8, al. 4, Cst., mandat au législateur de la Confédération et des cantons de prendre des mesures visant à éliminer les discriminations qui frappent les personnes handicapées. La loi fédérale du 13 décembre 2002 sur l’élimination des inégalités frappant les personnes handicapées (loi sur l’égalité pour les handicapés, LHand), entrée en vigueur le 1er janvier 2004, a été arrêtée sur la base de l’art. 8, al. 4, Cst. La loi a pour but de prévenir, de réduire ou d’éliminer les inégalités qui frappent les personnes handicapées et de créer des conditions propres à leur faciliter une participation autonome à la vie de la société. Elle prévoit notamment que toutes les constructions et installations ouvertes au public doivent, si elles sont nouvelles ou font l’objet d’une rénovation, être aménagées de sorte à être facilement accessibles. Les services des collectivités (Confédération, cantons, communes) et les transports publics doivent par ailleurs être adaptés aux handicapés. La loi proscrit également aux particuliers qui fournissent des prestations au public de traiter les personnes handicapées de manière discriminatoire du fait de leur handicap. Pour que les personnes souffrant d’un handicap puissent faire respecter leurs droits plus facilement, la loi prévoit des droits de recours et d’action. Divers actes législatifs de la Confédération et des cantons règlent d’autres questions d’égalité, notamment en matière de communication et d’enseignement primaire.
55.En vertu des art. 112b et 112c, al. 2, Cst., qui prévoient des mesures générales de promotion de l’insertion, la Confédération contribue de manière importante à supprimer les inégalités frappant les personnes handicapées. La mise en oeuvre de cette disposition est principalement concrétisée par la loi fédérale sur l’assurance-invalidité (LAI), qui a pour but de prévenir, réduire ou éliminer les limitations de la capacité de travail par le biais de mesures de réadaptation appropriées, simples et adéquates, de compenser les effets économiques permanents de l’invalidité en couvrant les besoins vitaux dans une mesure appropriée, et d’aider les assurés à mener une vie autonome et responsable. La LAI met notamment l’accent sur l’insertion professionnelle. En 2007, le législateur a approuvé une série de nouvelles mesures de réinsertion, notamment la mise sur pied d'un système de détection précoce de l'incapacité de gain et le renforcement des mesures de réadaptation
.

56.Le Bureau fédéral de l’égalité pour les personnes handicapées (BFEH) a vu le jour au début de 2004 pour contribuer à la réalisation de ces objectifs. Il est rattaché au Département fédéral de l’intérieur et a pour mandat de :

(a) réaliser les tâches de la Confédération liées à la suppression des inégalités pour les personnes handicapées ;

(b) promouvoir l’égalité des personnes handicapées avec celles qui ne le sont pas, dans les lieux publics ;

(c) s’engager pour supprimer les inégalités juridiques ou de fait qui frappent les personnes handicapées.

Le BFEH assume principalement des tâches d’information et de conseil, met en oeuvre et soutient des programmes et des campagnes en faveur de l’intégration des personnes handicapées et réalise ou lance des recherches scientifiques. Des services spécialisés de l’administration fédérale assument également divers travaux dans ce domaine. Il incombe notamment à l’Office fédéral des transports de veiller à ce que les transports publics soient adaptés aux personnes handicapées. Le BFEH assure la coordination des activités de ces services spécialisés. Les organisations de personnes handicapées jouent également un rôle important dans la concrétisation de l’égalité. Elles travaillent en étroite coopération avec les services fédéraux spécialisés et reçoivent un soutien financier de la Confédération pour la fourniture de leurs prestations.

57.Le droit suisse de l’égalité pour les handicapés se fonde sur la même base et poursuit les mêmes objectifs que la convention de l’ONU relative aux droits des personnes handicapées, adoptée en 2006. Le Conseil fédéral est en faveur de sa signature et de sa ratification. Selon la pratique courante, il ne décidera toutefois de la signature qu’une fois que les conséquences éventuelles sur l’ordre juridique de la Confédération et des cantons auront été examinées et que la mise en oeuvre des engagements pris sera assurée.
15.6. Situation des personnes invalides sur le marché du travail

136.La promotion de l’insertion professionnelle des personnes invalides se voit accorder une grande importance, en particulier dans le cadre de la loi sur l’égalité pour les handicapés (LHand) et de la loi fédérale sur l’assurance-invalidité (LAI).

137.La LHand ne prévoit pas de règles spécifiques pour supprimer les inégalités et promouvoir l’égalité dans le domaine du travail. Elle dispose toutefois que la Confédération, en sa qualité d’employeur, doit jouer un rôle de pionnier et promouvoir l’engagement des personnes handicapées (art. 13, al. 1, LHand). La loi prévoit en outre la possibilité de soutenir des projets pilotes visant la promotion de l’insertion professionnelle des personnes handicapées en plus des mesures prises dans le cadre de l’assurance-invalidité.

138.La 5e révision de la LAI, entrée en vigueur le 1er janvier 2008, a comme principal objectif le maintien ou la réinsertion sur le marché du travail des personnes invalides ou menacées d’invalidité, afin d’éviter le versement d’une rente. Pour atteindre cet objectif, la 5e révision de l’assurance-invalidité prévoit notamment la mise en place d’un système de détection et d’intervention précoces, la création de mesures de réinsertion préparant à la réadaptation professionnelle et l’extension des mesures de réadaptation d’ordre professionnel existantes
.
139.Pour le reste, nous renvoyons au rapport du 30 novembre 2004 sur la mise en œuvre de la Convention 159 sur la réadaptation professionnelle et l'emploi des personnes handicapées rédigé par la Suisse à l’intention des organes de l’OIT.
Personnes souffrant de problèmes de santé ou de handicaps chroniques

450.Selon l’Enquête suisse sur la santé 2002, quelque 14% des hommes et 18% des femmes de plus de quinze ans qui résident en Suisse sont atteints de maladie ou de handicaps chroniques. Quelque 3% d’entre eux souffrent de sévères limitations fonctionnelles et 1% sont handicapés dans les activités de la vie quotidienne (ADL).

451.La situation spécifique des personnes handicapées dans le système de santé (attentes par rapport aux traitements médicaux, satisfaction en ce qui concerne les traitements suivis) est encore peu documentée. D’une manière générale il faut constater que les personnes souffrant d’un handicap ont davantage recours aux soins de santé dans tous les domaines. Elles profitent nettement plus aussi de ce qui est proposé dans le domaine de la prévention.

452.Aux termes de la 4e révision de l’assurance-invalidité (AI), en vigueur depuis 2004, un dispositif a été introduit pour accroître l’autonomie des personnes handicapées : une nouvelle allocation pour impotent, qui se substitue à l’ancienne allocation pour impotent, aux contributions aux frais de soins spéciaux pour mineurs impotents et aux contributions aux frais de soins à domicile. Est considérée comme impotente toute personne qui, en raison d’une atteinte à sa santé, a besoin de façon permanente de l’aide d’autrui ou d’une surveillance personnelle pour accomplir des actes élémentaires de la vie quotidienne. La nouvelle allocation pour impotent est désormais versée également aux personnes vivant chez elles qui ont besoin d’un accompagnement pour faire face aux nécessités de la vie, et elle est aussi octroyée aux mineurs impotents (auparavant : uniquement à partir de 18 ans). En outre, le montant de l’allocation pour impotent versée aux personnes vivant à domicile a été doublé.

453.D’autre part, le gouvernement a adopté en juin 2005 l’ordonnance mettant sur pied le projet pilote «Budget d’assistance». Les personnes participant au projet pilote reçoivent, en lieu et place de l’allocation pour impotent de l’AI, un budget d’assistance individuel, qui leur permet de choisir elles-mêmes le genre et l’étendue de l’aide dont elles ont besoin. Le gouvernement espère que le budget d’assistance entraînera à long terme une baisse de la demande pour des placements en institution, grâce au maintien à domicile – même pour des personnes ayant un besoin d'assistance important –, et qu’il permettra des économies dans le domaine de l'assurance-maladie et des prestations complémentaires à l’AVS/AI. Le projet pilote a démarré le 1er janvier 2006, pour trois ans ; il est réalisé dans trois cantons : Bâle- Ville, Saint-Gall et Valais. Tous les bénéficiaires d'allocations pour impotent peuvent y participer. Au total, quelque 400 participants sont attendus. Le budget d'assistance permet de répondre à une revendication essentielle des personnes handicapées : le droit de déterminer elles-mêmes leur forme d'habitation et leur situation de vie. Le projet fera l'objet d'une évaluation qui permettra de décider si le budget d'assistance doit être inscrit dans le

droit ordinaire.

53.4. Enfants handicapés
561.La LHand, entrée en vigueur le 1er janvier 2004, oblige les cantons à veiller à ce que « les enfants et les adolescents handicapés bénéficient d'un enseignement de base adapté à leurs besoins spécifiques ». Par ailleurs, les cantons sont tenus d’encourager l'intégration des enfants et des adolescents handicapés dans l'école régulière par des formes de scolarisation adéquates « pour autant que cela soit possible et serve le bien de l'enfant ou de l'adolescent handicapé ». Selon la LHand, il est possible sous certaines conditions de demander à un tribunal ou aux autorités administratives que les inégalités soient éliminées en matière d'offres de formation.
562.On préconise de plus en plus l’intégration des élèves présentant des difficultés d'apprentissage ou un handicap dans des classes ordinaires, et de ne plus les former dans des classes ou écoles spécialisées. Pour l’heure, la plupart des cantons reconsidèrent ce concept sur la base des expériences accumulées jusqu’alors et remanient les directives dans le but d’appliquer les dispositions du droit de l’égalité des personnes handicapées.
NGOs Participation

Swiss NGO-Coalition
5. Rule of Non-Discrimination (Art. 2, 2)

(Recommendation 16)

Discrimination was banned under the new Federal Constitution of 1999. However, until today the state has not adopted a comprehensive anti-discrimination law allowing an effective legal remedy against discrimination. The current legal protection against discrimination is inconsistent, complicated and incomplete. Different rules apply depending on the area (work, services, etc.), sphere (public, private) and grounds for discrimination (gender, race, ethnicity and religion and disability etc.). 

Official and hidden unemployment has become a continuing problem. This has been taken only a little into account by Switzerland and it is facilitating only a few projects for second and third labour markets. The State report does not mention the cutbacks in social services. In addition, there are still disadvantages within the labour market based on sex, age, health condition, degree of disability, origin and residence permit.

Switzerland has not yet acceded to the UN Convention on the Rights of Persons with Disabilities and the intercantonal agreement on special educational needs adopted by the EDK on 2007 does not equate the standards of the Convention. In relation to the integration of children with special educational needs there exist massive differences between the cantons: The canton Ticino does not offer special classes. In other cantons the rates for segregation of children into special classes varies considerably. 

Société civile de Suisse Romande
15.3 + 15.6. Situation des travailleurs âgés et des personnes handicapées sur le marché du travail

Question :

· Que compte faire la Suisse pour créer des emplois pour les travailleurs âgés et les personnes en situation de handicap ?

List of Issues
33. Please also indicate the measures taken by the State party to harmonize the treatment in schools of children with disabilities between the different cantons, and ensure that children with disabilities with their special educational needs can be integrated at all levels of school, including in private schools, and that they are not discriminated against on the basis of disability. 
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DOMINICAN REPUBLIC

State report (Report available at Spanish).
(Paragraphs 33, 38, 88, 81(c), 106, 108, 129, 131 (c), 133, 136(a, e, f, g, and h), 261, 291(VIII), 292 (e) (Persons with disabilities)).
33.
También en el Código Penal dominicano, encontramos en el artículo 336, reformado por el artículo 9 de la Ley Nº 24-97 sobre violencia, que dispone lo siguiente:  "Quien rehúse contratar, sancionar o despedir a una persona o subordine una oferta de empleo, solo en razón del origen, sexo, opinión política, actividad sindical, etnia, nación, raza o religión de la persona o con fundamento en su situación familiar, estado de salud, discapacidad, costumbres u ocupación incurre en el delito de discriminación, y será castigada con prisión de dos años y 50.000.00 de pesos de multa". 
38.
Ley Nº 42-2000, que crea el Consejo Nacional de Discapacidad (CONADIS), dispone en su artículo 1 que la presente ley, tiene por finalidad velar por la integración social de la persona con discapacidad, estableciendo el régimen legal de protección, atención, readaptación, seguridad y prevención, previsto en la parte final del artículo 7 de la Constitución política del Estado.

55.
Entre los sectores vulnerables en materia de empleo podemos encontrar:  
e)
Discapacitados.

81.
En dicho sentido, la República Dominicana ha ratificado el Convenio Nº 100 de la OIT, por lo que la SET, como órgano representativo del poder ejecutivo en materia de trabajo y como máxima autoridad administrativa en todo lo relativo a las relaciones entre empleadores y trabajadores, realiza una labor permanente para  garantizar una real protección de los derechos internacionalmente reconocidos a los trabajadores.  En ese sentido, la SET desarrolla a través de sus diferentes direcciones y departamentos, los procesos que permitan a los actores laborales y sociales el desarrollo de una cultura de cumplimiento de la legislación laboral.  La SET ofrece permanentemente capacitación y divulgación de las normativas laborales, con la finalidad de que haya una sensibilización sobre la importancia de que se elimine cualquier práctica discriminatoria en los lugares de trabajo.  Se efectúa un énfasis particular en temas sensibles, dentro de los que podemos citar:  

c)
Inserción de las personas con discapacidad al mercado laboral, mediante el cual se procura el respeto de los derechos de dicha población y la sensibilización del sector empleador para su inserción laboral.
129.
La República Dominicana ha realizado grandes avances en materia de seguridad social, puesto que al pasar de los años el Estado ha buscado de manera constante las formas más eficaces de implementar un sistema dominicano de seguridad social tendente al desarrollo económico, político y social de las personas que habitan en él, y que contribuya en forma efectiva al mejoramiento de la calidad de vida, a la reducción de la pobreza y las desigualdades sociales, a la protección de los desamparados y discapacitados, así como a elevar la capacidad de ahorro nacional e individual y a la sostenibilidad del desarrollo económico y social.

133.
La Ley Nº 87-01 antes referida, es una ley de aplicación gradual, que protege a las personas desde el vientre de la madre hasta después de su deceso a su familia que le sobreviva.  Dicha ley se compone de tres grandes campos que son:  seguridad de riesgos laborales, seguridad de vida, discapacidad y sobrevivencia, y seguridad de salud. 

136.
Dentro de las ramas de seguridad social existente en nuestro país podemos encontrar: 

a)
Atención médica.  La nueva Ley de seguridad social ha tenido por objeto establecer el Sistema Dominicano de Seguridad Social (SDSS) en el marco de la Constitución de la República Dominicana, para regularlo y desarrollar los derechos y deberes recíprocos del Estado y de los ciudadanos en lo concerniente al financiamiento para la protección de la población contra los riesgos de vejez, discapacidad, cesantía por edad avanzada, sobrevivencia, enfermedad, maternidad, infancia y riesgos laborales.  El SDSS comprende a todas las instituciones públicas, privadas y mixtas que realizan actividades principales o complementarias de seguridad social, a los recursos físicos y humanos, así como las normas y procedimientos que los rigen.

e)
Prestaciones de invalidez.  La pensión por discapacidad total equivaldrá al 60% del salario base y en los casos de discapacidad parcial corresponderá al 30%, siempre que no afecte la capacidad económica de producción del afiliado.  En ambos casos la pensión será calculada en base al promedio del salario cotizable indexado de los últimos tres años.  En caso de fallecimiento del afiliado, los beneficios de la pensión serán otorgados a los sobrevivientes en las condiciones y límites que establece el artículo 51 de la Ley Nº 87-01.  Del monto de la pensión, la compañía de seguro deducirá el aporte del afiliado al seguro de vejez, discapacidad y sobrevivencia y lo depositará en la cuenta personal de éste.  Estos beneficios serán revisados y actualizados cada tres años.

f)
En el mismo tenor, la certificación de discapacidad total o parcial será determinada individualmente tomando en cuenta la profesión o especialidad del trabajo de la persona afectada por la Comisión Técnica sobre Discapacidad.  Además, la pensión por discapacidad de los trabajadores protegidos por las leyes actualmente vigentes equivaldrá a los montos que estas establecen.
g)
Prestaciones para los supervivientes.  En caso de fallecimiento del pensionado del régimen contributivo subsidiado, continuarán recibiendo la pensión los siguientes beneficiarios:  el cónyuge sobreviviente o en su defecto el compañero/a de vida, siempre que ninguno de estos haya tenido impedimento jurídico para contraer matrimonio, los hijos legítimos, naturales o adoptivos, solteros menores de 18 años o los hijos solteros mayores de 18 y menores de 21 años que demuestren haber realizado estudios regulares durante los 6 meses anteriores al fallecimiento del afiliado y los hijos de cualquier edad discapacitados de acuerdo al Reglamento de pensiones.  Este derecho se pierde al momento de que las condiciones antes señaladas sean modificadas.

h)
Prestaciones por accidente de trabajo.  Los afiliados tendrán derecho a subsidio cuando los accidentes de trabajo hayan ocurrido con conexión o por consecuencia de las tareas encomendadas por el empleador, aunque éstas fuesen distintas de la categoría profesional del trabajador.  Los accidentes acaecidos en actos de salvamento y en otros de naturaleza análoga, cuando unos y otros tengan conexión con el trabajo, los accidentes de tránsito dentro de la ruta y de la jornada normal de trabajo y las enfermedades cuya causa directa provenga del ejercicio de la profesión o el trabajo que realice una persona y que le ocasione discapacidad o muerte.  Se excluyen de la consideración de riesgos laborales aquellos que tengan su origen en el estado de embriaguez del trabajador o cuando esté bajo la acción de algún psicotrópico, narcótico o droga enervante, salvo prescripción médica, cuando sean el resultado de un daño intencional del propio trabajador o de acuerdo con otra persona, o del empleador, en una fuerza mayor extraña al trabajo, cuando se trate de accidente de tránsito fuera de la ruta y de la jornada normal de trabajo y cuando los daños tengan origen en el dolo o la imprudencia temeraria del empleado.

291.
El COPRESIDA ha adelantado el descrito proceso de construcción del Plan Estratégico Nacional, y hasta la fecha el proceso de conformación y fomento de las Alianzas Estratégicas de Base Poblacional (AEBP) se encuentra como sigue:

a)
Se han constituido diez AEBP, incluyendo la conformación de sus respectivos comités gestores, adelantando en varios casos la definición de sus modalidades de operación, la formulación de sus líneas de intervención y constituidas en total por más de trescientas organizaciones de la sociedad civil, a saber:


viii)
Alianza de Personas con Discapacidad (en fase de conformación).
292.
A continuación listados aspectos relevantes y logros apreciables resultado de la ejecución del Plan Operativo para el período abril-junio 2006, dividido por bases poblacionales:


e)
Personas con discapacidad


i)
Conformación de la Alianza de Personas con Discapacidad con la representación de ocho de las organizaciones que tienen misiones en el campo de las personas con discapacidad (CIMUDIS, FENADID, ASODIFIMO, SEE, PROBIEN, CONADIS Y FUDCI).

ii)
Acuerdo de apoyo mutuo con la Fundación Dominicana de ciegos y la COPRESIDA para la difusión de la Ley Nº 55-93 en Brayle y audio para las personas no videntes.  
iii) 298 adultos y 45 adolescentes con discapacidad informados en los temas de VIH/SIDA, a través de talleres de prevención incluyendo:  aspectos básicos del VIH/SIDA, autoestima, discapacidad y VIH/SIDA, estigma y discriminación ligado al VIHSIDA y aspectos básicos de la Ley Nº 55-93 sobre y derechos humanos. 

List of Issues
10.Please provide information on concrete measures adopted by the State party to facilitate access of persons with disabilities to employment, adequate housing, counselling and psychological care, and the results achieved.

16.Please describe in detail the steps taken by the State party to increase the employment opportunities for disadvantaged and marginalized individuals and groups, in particular young persons, women and persons with disabilities, including technical and professional training programmes provided in urban and rural areas, and the results achieved.  

26.Please clarify whether and to what extent the new national social security plan and health insurance schemes include persons with disabilities, persons employed in the informal economy, undocumented residents and persons living with HIV/AIDS.  
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� Investigación sobre los aspectos medicosanitarios de la discapacidad y el desarrollo de un sistema de información y orientación para las personas con discapacidad; prevención de la deficiencia y de la discapacidad, mediante la coordinación transversal con todos los organismos e instituciones del sector público y privado; apoyo y contención de las personas con discapacidad; apoyo a la ejecución de las acciones de atención temprana dirigidas al niño su familia y su entorno; impulso para la implementación de un subprograma de rehabilitación médica y la coordinación de los programas de rehabilitación integral y rehabilitación basada en la comunidad; promoción de acciones tendientes a la creación de hogares para personas con discapacidad y la reglamentación, evaluación y control de su funcionamiento y de la calidad de sus prestaciones; programa nacional de descentralización de la rehabilitación básica para las personas ciegas.


� Ministerio de Salud Publica.


�  5e révision de l’assurance-invalidité (AI), cf. infra, par. 312





� Cf. infra, par. 312ss








